Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 9 minutos.) 


-La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda le da la bienvenida al equipo del 
Ministerio de Desarrollo Social -Inciso 15- encabezado por el señor Ministro Olesker, en el marco del 
tratamiento de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal del Ejercicio 2011, a 
quien le cedemos la palabra para que realice la presentación de los artículos incluidos en la Rendición 
de Cuentas y, en general, sobre todo lo que quiera exponer relacionado con este tema. Luego les 
daremos la palabra a los señores Senadores y Senadoras para que formulen las consultas que 
entiendan pertinentes. 


SEÑOR MINISTRO.- Buenas tardes. En principio, haremos una presentación general, luego 
informaremos sobre algunos programas que hemos definido como prioritarios en esta Rendición de 
Cuentas y, por último, haremos un análisis artículo por artículo. Quien habla hará la presentación 
general, la señora Mariana Drago presentará los tres programas prioritarios, y luego la Directora 
General de Secretaría, Graciela Mazzuchi, analizará cada uno de los artículos. 


Esta Rendición de Cuentas la podemos sistematizar en tres grandes propuestas. En primer 
lugar, en el marco del trabajo del Gabinete Social, dentro del Consejo de Ministros se nos ha asignado 
la coordinación de algunos proyectos que no son exclusivamente del Ministerio de Desarrollo Social, 
sino que también tienen que ver con una mirada interministerial con el objeto de actuar sobre la 
pobreza extrema. Dado que se nos ha asignado la coordinación de los programas que luego las 
compañeras detallarán, como Jóvenes en Red, Canasta de Servicios, Sistema de Cuidados, Estrategia 
Interinstitucional de Abordaje Familiar, la Rendición de Cuentas le asigna al Inciso 15 recursos, algunos 
de los cuales utilizará el Ministerio, y otros serán usados por otros organismos como el INAU, ASSE y 
los distintos Ministerios que forman parte de este proyecto, como el de Turismo y Deporte. 


Como habrán visto, en el análisis general de la Rendición de Cuentas estos proyectos 
prioritarios ocupan aproximadamente un 25% del incremento del gasto y, por lo tanto, representan una 
de las principales apuestas desde el punto de vista del trabajo sobre la pobreza extrema para este 
período. 


El segundo componente más general del proyecto de Rendición de Cuentas está ligado al 
proceso de reestructura en el que se encuentra el Ministerio a partir de mi llegada el 19 de julio de 2011 
y que refiere a la creación de una Dirección de Desarrollo Social que, como dice el artículo que luego 
la Directora General de Secretaría fundamentará, tiene asignada la tarea de ejecución o coejecución, 
diseño e implementación de todos los programas del Ministerio, que antes estaban distribuidos en 
aproximadamente seis Direcciones; algunas eran únicamente ejecutoras de programas, otras tenían 
tareas de ejecución y regulación y otras hacían tareas de ejecución y abordaje en el territorio. De ahora 
en más, todo lo que refiere al área programática del Ministerio de Desarrollo Social estará concentrado 
en una única Dirección: la Dirección de Desarrollo Social. Si se aprueba en la Rendición de Cuentas, 
sería la segunda unidad ejecutora del Ministerio, que hasta ahora solo tenía una: la Dirección General 
de Secretaría. Dado que será una unidad ejecutora, la Dirección de Desarrollo Social tendrá a su cargo 
toda la estrategia programática de diseño, implementación, ejecución y coejecución, porque en 
general en el Ministerio, salvo algunos casos muy específicos, casi todos sus programas son 
coejecutados con otros organismos de la Administración. 


Al mismo tiempo que se crea la unidad ejecutora -y figura en la Rendición de Cuentas porque 
solo a través de normas presupuestales se puede hacer esto- se propone crear el cargo Q que, en 
caso de que esto se apruebe, será asumido por quien designemos como Director o Directora de esta 
unidad ejecutora programática, a partir del 1? de enero. 


Finalmente, tenemos el tercer componente político. Como saben los señores Senadores, el 
Ministerio de Desarrollo Social nace de un proceso de fusión de algunos organismos, como el Instituto 
Nacional de la Juventud, el Instituto Nacional de las Mujeres y el Programa Nacional de Discapacidad, 


que provino del Ministerio de Salud Pública, y fundamentalmente se nutrió de trabajadores de esos 
organismos o de pases en Comisión. En ese sentido, mediante una norma se permitió una asignación 
especial de pases en comisión que, en este caso, se extiende hasta el final del período. Además, a 
través de sus gastos de funcionamiento se contrataba a organizaciones no gubernamentales, ONG 
que, a su vez, contrataban funcionarios que realizaban las tareas que les encomendaba el Ministerio 
de Desarrollo Social. 


Al final del período de Gobierno anterior, la ex Ministra, señora Arismendi, realizó un pasaje 
de funcionarios de las ONG al presupuesto. Por su parte, en la Rendición de Cuentas pasada hicimos 
una segunda transferencia de gastos de funcionamiento al Rubro O para seguir ese proceso de 
incorporación presupuestal, y en esta oportunidad proponemos hacer una nueva transferencia de 
gastos de funcionamiento del orden de los cien millones, con su correspondientes aportes patronales - 
como explicará más adelante la Directora General de Secretaría, señora Mazzuchi- para poder 
incrementar el número de funcionarios. Es decir que al final de este período de Gobierno llegaremos 
con un mayor porcentaje de funcionarios bajo los regímenes presupuestales de contratos temporales, 
provisoratos o presupuestados y mantendremos en el régimen de tercerización aquellas actividades 
que, por ser zafrales o por tener determinadas características, como es el trabajo en los refugios o las 
visitas a hogares, requieren cierto margen de movilidad cíclica y, por lo tanto, no se justifica que formen 
parte de la plantilla presupuestal bajo cualquiera de sus modalidades. 


Repito, para nosotros esta Rendición de Cuentas tiene tres objetivos: primero, liderar y 
coordinar los programas prioritarios del Gobierno en materia de pobreza extrema, a partir de su 
presupuestación; segundo, crear la Dirección de Programas para racionalizar, ordenar y dar una 
actividad unitaria a nuestro trabajo programático y, tercero, continuar con el proceso de construcción de 
la matriz de funcionarios presupuestados, a partir del traslado de gastos de funcionamiento al 
Presupuesto general. 


Esta es básicamente la mirada de los artículos. Quiero destacar tres cosas. En primer lugar, 
el grado de ejecución de los gastos de funcionamiento es altísimo, del orden del 95%. En segundo 
término, hay que señalar la importante participación del gasto de funcionamiento, que va directamente 
a la población. En este sentido, si sumamos la Tarjeta Uruguay Social, el trabajo de calle y el vinculado 
a las estrategias educativas y laborales, como cooperativas, Compromiso Educativo y el Programa 
Aulas Comunitarias, tenemos que entre el 70% y el 80% del gasto de funcionamiento va directamente 
a la población beneficiaria. Obviamente, a esto hay que sumar la Asignación Familiar en el marco del 
Plan de Equidad, que es un monto muy considerable pero que, presupuestalmente, está incluido en los 
gastos que genera el Banco de Previsión Social, dado que es la unidad ejecutora que paga. Todos los 
criterios de asignación y de focalización de la población que recibe Asignaciones Familiares del Plan de 
Equidad también forman parte del proyecto. Por lo tanto, del 80% se pasaría a casi el 90% del gasto 
que va directamente a la población. 


En tercer lugar, dentro de la ejecución del gasto queremos destacar la importancia que tiene la 
evaluación y monitoreo de la Dirección Nacional de Evaluación y Monitoreo, que ha permitido hacer 
una evaluación de todas las políticas que realiza el Mides, y a partir de ahora -por eso se ha planteado 
la coordinación de los programas prioritarios- también hará la evaluación y el monitoreo de los 
programas propios del Mides y de los interministeriales como, por ejemplo, Jóvenes en Red, Uruguay 
Crece Contigo, Estrategia Interinstitucional de Abordaje Familiar y el Plan Juntos. Asimismo, en un 
contexto donde la evaluación de las políticas públicas no ha sido la tónica general de los Presupuestos, 
la participación importante que la Dinem tiene en el total del gasto del funcionamiento del Mides 
obedece a la necesidad de rendir cuentas y evaluar los programas, y ahora más especialmente, dado 
que le fue asignada la evaluación y monitoreo de todos los programas que el Ministerio coejecuta con 
otros organismos. 


Esta es la presentación general; si la señora Presidenta lo permite, voy a dar la palabra a la 
licenciada Drago, que se referirá al programa Jóvenes en Red, Estrategia Interinstitucional de Abordaje 
Familiar y Programa de asistencia a personas en situación de calle, que están en el primer artículo. 
Luego la Directora General de Secretaría, señora Mazzuchi, explicará los siguientes artículos. 


SEÑORA DRAGO.- En el marco del Programa de asistencia a personas en situación de calle se 
necesitan unos noventa millones para poder consolidar una serie de cambios que se vienen 
procesando. 


Les voy a decir cómo estamos trabajando en este programa. Contamos con un call center a 
través del 08008798, que está a disposición de toda la ciudadanía para que se reporte a las personas 
que están en situación de calle. El cal! center deriva las llamadas al equipo de calle, que trabaja desde 
las 9 de la mañana hasta las 2 de la madrugada y que realiza las visitas en la propia calle. Pensamos 
reforzar este programa y, por otro lado, es de destacar que a partir del mes de julio contamos con un 
médico general y un psiquiatra, que han ampliado su horario en el invierno. Este es un trabajo 
conjunto con ASSE. El trabajo ha mejorado mucho porque se han podido hacer las derivaciones en 
tiempo y forma, así como contar con internaciones en el Hospital Vilardebó, en el Hospital Maciel y en 
distintos centros. Tener el diagnóstico en tiempo ha servido para poder hacer la intervención oportuna. 


También contamos con el servicio de puerta de entrada, en el que tenemos un médico 
general y un psiquiatra, donde se recibe y entrevista a las personas. Se lleva un registro y, a partir de 
la situación concreta, se las deriva al centro que se considere más pertinente. 


Asimismo, se empieza a entablar lo que pueden ser futuras intervenciones como, por 
ejemplo, la relación con ASSE y la Dirección Nacional de Identificación Civil -en caso de que no tengan 
la documentación- entre otras. 


En cuanto a los centros propiamente dichos, contamos con los de carácter nocturno, algunos 
para hombres y para mujeres solas, que funcionan desde la hora 19 hasta las 9 del día siguiente. 
También tenemos los centros de 24 horas, para hombres solos y para mujeres solas, mujeres con 
hijos, familias, adultos mayores, personas no autoválidas, con altas hospitalarias y con problemas 
psiquiátricos. Además, disponemos de centros diurnos para personas con patologías psiquiátricas, que 
funcionan de 9 a 18 horas; se prevé instalar dos más en el interior. Allí hay una interinstitucionalidad 
pues también está ASSE. En el interior tenemos centros en Las Piedras, Pando, San José, Maldonado, 
Chuy, Paysandú, y estamos valorando instalar algunos de 24 horas en Rivera y Salto. 


En 2011 hemos tenido 1.193 cupos con 34 centros, mientras que para 2012 y 2013 se 
prevén 1.400 con 46 centros. Vale destacar que en todos esos centros se provee de comida, hay un 
equipo técnico que atiende a las personas, se cuenta con insumos de camas, higiene, equipamiento y 
seguridad. Los médicos que están con el equipo que trabaja en la calle también hacen asistencia en 
situaciones de emergencia, básicamente con las personas que puedan padecer una crisis psiquiátrica 
aguda. El psiquiatra va directamente y después se reactiva la atención a los dispositivos hospitalarios. 


Algunos de los cambios que nos proponemos son: aumentar la cantidad de refugios con unos 
200 cupos para que los grupos puedan ser más pequeños, estén mejor atendidos y podamos lograr 
efectivamente un trabajo en el trayecto que permita efectivizar el egreso y la inserción de esas 
personas. También se han incrementado los centros de 24 horas. Se comenzó con el Plan Invierno, 
pero proyectamos mantenerlo. Pensamos transformar algunos diurnos en centros de 24 horas, sobre 
todo los de madres y niños. Queremos mejorar los equipos técnicos que atienden a la población y el 
equipamiento de los refugios, así como el seguimiento de las organizaciones que tienen a cargo lo que 
denominamos tarea de supervisión. Además de supervisar lo que asumen por convenio, ayudan a 
implementar la gestión cotidiana de trámites como, por ejemplo, el vinculado con la cédula de identidad 
y la Tarjeta Uruguay Social; son los que hacen el nexo con los equipos del Mides. 


Estamos intentando proyectarnos con mayor seguridad en los refugios -tema en el que 
hemos avanzado mucho con el Ministerio del Interior- y consolidarla. Se vienen estableciendo los 
niveles de intervención, definiendo que se comience por una puerta de entrada -un nivel uno- y, según 
los avances que puedan hacer las personas en función del trabajo que los equipos les propongan, se 
progrese en niveles y con la proyección de generar una autonomía propia. 


Hemos trabajado mucho y se está en la etapa de implementación del sistema informático, 
que nos permite saber día a día la cantidad de camas disponibles, quiénes han asistido y quiénes no, 


así como el motivo de su inasistencia. Ese es un esfuerzo que se hace con nuestro equipo de 
informática, que ha diseñado una modificación en nuestro sistema de información específico para los 
refugios; se le ha dado capacitación, al igual que a los equipos técnicos. Se está trabajando en 
conjunto con la Dirección de Monitoreo para poder ir haciendo las evaluaciones en forma más 
periódica. 


Con relación al trabajo en calle, hace unos días los equipos están trabajando en el marco de 
un convenio con Adesu -Asociación de Educadores Sociales del Uruguay- para realizar un 
relevamiento de las personas que se encuentran en situación de calle más extrema, que no acceden a 
refugios. Se procura entender por qué no acceden y proponer modificaciones a nuestros dispositivos. A 
esos efectos estamos haciendo un relevamiento en Montevideo y en el área metropolitana. También 
estamos trabajando con los equipos sociales de la Intendencia, lo que nos permitirá realizar el 
relevamiento en el corto plazo de un mes. 


En lo referente al Programa Jóvenes en Red, debemos decir que tiene presupuestados $ 
140:000.000, con $ 43:000.000 para gastos, $ 76:000.000 para equipos y $ 21:000.000 para 
inversiones. Es de destacar que este es un programa que se diseña a partir de un diagnóstico 
efectuado entre el Mides, el Instituto Nacional de la Juventud y el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. Se evidenció la dificultad de jóvenes que no estudian ni trabajan, el distanciamiento que tienen 
de las instituciones educativas o del medio formal de empleo, y a partir de ahí se convocó una mesa 
interinstitucional integrada por los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social, de Turismo y Deporte, de 
Defensa Nacional, de Educación y Cultura y de Desarrollo Social, así como por el INAU, UTU y 
Enseñanza Secundaria para diseñar un programa que está en ejecución desde agosto. Los equipos 
técnicos ya están trabajando en el territorio. El programa tiene el objetivo de promover el ejercicio de 
derechos de jóvenes de 14 a 24 años que se han desvinculado del sistema educativo, del mercado 
formal del empleo, con un abordaje integral, territorial y en comunidad. La propuesta está dirigida a los 
jóvenes que no hayan culminado el Ciclo Básico, que formen parte de hogares con ingresos por debajo 
de la línea de pobreza y que no cuenten con un empleo formal. 


La población objetivo, a partir del estudio que mencioné recién, es de unos 36.000 jóvenes, 
que podríamos dividir en tres grupos: los que no estudian ni trabajan, pero buscan empleo; los que no 
estudian ni trabajan en el mercado formal, pero que realizan tareas no remuneradas en el hogar; y los 
que no estudian ni trabajan, no buscan empleo ni trabajan en el hogar aunque no sea 
remuneradamente. Es importante la presencia de mujeres en ese núcleo y en situación de pobreza. 


En el primer año de implementación del programa se llegará a unos 2.800 jóvenes, con la 
proyección de crecer a 5.000 jóvenes en 2014. En 2012 va a estar desplegado territorialmente en 
Artigas, Cerro Largo, Montevideo, Canelones y San José, con la presencia de 36 equipos técnicos, 
cada uno de los cuales estará referenciando a 20 jóvenes. 


Brevemente, quiero comentar que el proyecto se basa en cuatro componentes. Uno de ellos 
es el de convocatoria, apoyo y acompañamiento. La convocatoria es básicamente para llegar desde la 
comunidad a los jóvenes que están en esa situación, es decir, no plantearse “un llamado a”, sino ir, 
generar encuentros y un dispositivo de cercanía que los contacte y les proponga el programa. Para 
poder facilitar el tránsito y permanecer en este programa, el apoyo es en el rubro que el o la joven 
necesita, ya sea en alimentación, transporte o vestimenta. El acompañamiento es un componente muy 
importante porque permite que el equipo socioeducativo haga un acuerdo con el joven a fin de hacer 
un seguimiento y valorar su adhesión o no, o su forma de transitar por el programa. 


El segundo componente son los espacios de formación: talleres socioeducativos que motiven 
la participación, el desarrollo oral, el razonamiento, la iniciación a la formación profesional, modalidades 
flexibles de formación y aproximación a la formación formal. Hay que destacar que en estos equipos 
técnicos se trabaja para facilitar el ingreso a los dispositivos ya existentes, como UTU, Enseñanza 
Secundaria y Cecap. No se trata de una formación paralela, sino que se pretende lograr la vinculación 
con los espacios existentes. 


Otro componente es el laboral. Se han implementado talleres de orientación laboral, espacios 
individuales, intermediación y promoción de iniciativas laborales. Con relación a este último punto se 


está llevando a cabo un fuerte trabajo con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con pasantías y 
distintas instancias de inserción. 


El fortalecimiento comunitario es otro componente y refiere a actividades que están dirigidas 
a la comunidad local, como las movidas culturales, propuestas a las escuelas, etcétera. 


En cuanto al rubro gastos, tal como señalé anteriormente, se busca asegurar la permanencia 
del o de la joven en el programa, y para eso pensamos que el apoyo alimentario y el transporte pueden 
ser necesarios. No está proyectado hacer una transferencia económica, pero en el caso de que alguien 
la solicite, se evaluará. Este rubro también comprende los insumos para poder trabajar como, por 
ejemplo, las pelotas para reforzar las plazas de deportes, papelería o material diverso para los talleres. 


Los equipos están conformados por: educadores, asistentes sociales, sicólogos, animadores 
que acompañan a los tres espacios mencionados y técnicos especializados. Estos últimos no integran 
cada uno de los equipos, sino que forman parte del equipo central y referencian cuando se los 
requiere. Se contará con técnicos especializados en sustancia y en violencia y sus aportes serán 
directamente a los equipos y no a los jóvenes, salvo que se implementen talleres de prevención y 
capacitación. 


Por último, me voy a referir a los equipos territoriales de atención familiar, a los que se han 
destinado $ 40:000.000. Se ha valorado que en nuestro país existe una gran cantidad de familias a las 
que les han sido vulnerados sus derechos y que, por lo tanto, viven importantes procesos de exclusión 
social, ya sea desde el punto de vista laboral como educacional, así como una segregación en lo que 
tiene que ver con lo habitacional. En consecuencia, tienen características particulares en función de 
sus trayectorias singulares y recursos a su alcance, y las funciones familiares se han visto afectadas 
por estas cuestiones, razón por la cual nuestra institución debe brindar respuestas adecuadas a las 
necesidades de este sector de la población. 


Los equipos de atención familiar proponen implementar un programa de proximidad en el 
marco de la estrategia integral de abordaje familiar, donde se planifica la intervención de cuarenta 
familias por equipo con una georreferenciación ya marcada desde el nivel central, identificando dentro 
de los mapas los actores más pertinentes, los servicios y las redes sociales en las que se encuentran. 
También se debe atender las demandas en situaciones críticas de atención y seguimiento familiar, 
realizadas según los criterios que se acuerden previamente; efectuar un diagnóstico de la situación 
familiar y de los derechos vulnerados, así como también de las dificultades y capacidades para su 
restitución; acordar un plan de acción con la familia; promover en los integrantes del grupo familiar 
cambios vinculares de organización y de sostén para el bienestar y desarrollo de todos los integrantes, 
en particular de los niños, niñas y adolescentes. 


Dentro de sus cometidos también está el de facilitar, en la articulación con los servicios 
públicos y privados, el acceso a los derechos sociales, bienes y servicios sociales, económicos y 
culturales para el desarrollo pleno de todos los miembros; identificar, contactar y promocionar la 
activación de la red familiar y secundaria del sostén del grupo atendido; coordinar con los Socat, los 
servicios Mides, INAU, los nodos de la zona de referencia durante las fases del abordaje -que son tres: 
diagnóstico, plan familiar y egreso- a los efectos de poder facilitar la inclusión social de la familia en las 
redes de protección social. 


También se busca participar en las instancias de coordinación, supervisión y formación que 
sean requeridas y aportar la información necesaria en tiempo y forma que sea solicitada en relación al 
sistema de monitoreo del programa. El equipo recibirá las demandas de atención de las familias con 
derechos vulnerados a través del INAU, el Mides, los nodos de familia y las redes locales ante las 
situaciones de vulnerabilidad más críticas valoradas mediante el relevamiento de campo realizado por 
la Dirección Nacional de Evaluación y Monitoreo del Mides y los informes sociales de los técnicos que 
actúan a nivel local. Si se evalúa técnicamente la necesidad, se realizará una intervención de 
proximidad que fortalezca las capacidades de los familiares, la unidad de gestión derivará al ETAF ya 
partir de ahí se realizará un informe por el comité o el nodo. 


Cada equipo técnico trabaja con cuarenta familias, que tienen un período de atención y de 
trabajo entre un mínimo de nueves meses y un máximo de dieciocho meses. El objetivo básico es que 
las familias puedan quedar contactadas con las redes locales. Los equipos técnicos valorarán los 
procesos familiares -por ende, hay una fecha de ingreso, pero no de egreso- el nivel de acuerdo y los 
avances y, a partir de allí, se empezarán a generar los distanciamientos del equipo técnico con el grupo 
familiar. 


Quiero mencionar que tantos Jóvenes en Red como los Equipos Territoriales de Atención 
Familiar -ETAF- están en coordinación con el Programa Uruguay crece contigo, para no llegar a los 
mismos grupos familiares y atomizar con intervenciones sino, por el contrario, para potenciarnos en el 
territorio y abarcar la mayor cantidad de familias o jóvenes posibles. 


SEÑOR MINISTRO.- Señora Presidenta: solicito autorización para que la Directora General de 
Secretaría, señora Graciela Mazzuchi, continúe con el tratamiento del resto del articulado. 


SEÑORA MAZZUCHI.- Voy a referirme a cada uno de los artículos. La señora Mariana Drago acaba de 
mencionar el artículo 212 - que es el primero y corresponde a la parte de aumento de crédito del 
Mides- y ha explicado por qué solicitamos un aumento para refugios, para un nuevo programa que se 
llama Jóvenes en Red y para la atención familiar, que además son los montos más altos. Resta 
explicar rápidamente que también solicitamos un aumento de crédito para un proyecto piloto de 
canastas de servicios, que se basa en integrar a los beneficiarios de la Tarjeta Uruguay Social los 
servicios de UTE, OSE y Gas, con el objetivo de integrar a estas familias a un sistema formal de 
pagos y a una cultura del sistema de pago, de integración, para así evitar o disminuir el riesgo de 
accidentes que hay, en particular por estar colgados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero saber si el primer artículo al que se refirió es el 218. 
SEÑORA MAZZUCHI.- Pido disculpas, señora Presidenta, porque debí hablar del artículo 218. 


Retomo: el crédito de $ 16:000.000 está destinado a la contratación de equipos para que 
visiten a las familias, las sensibilicen y les expliquen la importancia de un uso más eficiente de la 
energía. Además, con este dinero también está previsto subsidiar parte de la tarifa a través de la 
Tarjeta Uruguay Social, de forma de monitorear si efectivamente están pagando. 


Al final del artículo también se solicitan $ 20:000.000 para dos proyectos piloto del sistema de 
cuidados, entendiendo a este como una función social que implica el ejercicio de autonomía y de apoyo 
a las personas dependientes, sea por una dependencia transitoria, crónica o vinculada con el ciclo de 
vida. Particularmente, está pensado para apoyar a tres grupos: infancia, adultos mayores y 
discapacidad. 


Uno de los proyectos piloto, el relacionado con los adultos mayores, se lleva a cabo en 
Paysandú y fue elegido a punto de partida de una solicitud de la Mesa Interinstitucional del 
departamento. Se hizo un estudio en el que se constató que hay 29 residencias de larga estadía; lo 
que se piensa ahora es excluir seis que tienen un diagnóstico muy malo y se van a ir a visitar a las 
restantes para, vía diagnóstico, ver cómo se pueden mejorar sus servicios, la accesibilidad, etcétera. 
Una parte de este dinero se va a utilizar para apoyar algunas reformas edilicias importantes y otra parte 
para capacitar a los equipos que atienden en estas residencias, que no siempre han recibido 
capacitación especial para el cuidado de adultos mayores. 


Al otro proyecto piloto vinculado con la discapacidad se le destinarán $ 10:000.000. Según 
estimaciones del Banco de Previsión Social, hay alrededor de 16.000 personas discapacitadas en el 
país. En este segundo proyecto piloto se plantea hacer un diagnóstico, un baremo de la discapacidad, 
es decir, un estudio sobre cuáles son los grados de discapacidad para, a partir de allí, pasar a una 
segunda etapa de atención -aquí el proyecto es más ambicioso- que sería la creación de un sistema 
de acompañantes. Por el momento apuntamos al diagnóstico y a estudiar las características de cada 
uno. Hasta ahora me referí al aumento del crédito. 


El artículo 219, que mencionó el señor Ministro, refiere a la creación de una nueva unidad 
ejecutora, la Dirección de Desarrollo Social, cuya función será la de diseñar, ejecutar y coejecutar todos 
los programas del Mides. Al presente, nosotros tenemos una única unidad ejecutora y la idea es crear 
otra nueva, por la propia génesis del Mides -tal como se explicó anteriormente- puesto que el 
Ministerio se conformó con institutos que preexistían; por ejemplo, el INJU, Inmujeres y proyectos como 
Infamilia. Como los proyectos estaban muy repartidos entre las distintas Direcciones, a veces existían 
dificultades de coordinación en la interna. El sentido, entonces, de esta unidad ejecutora es ser 
efectivamente el corazón de la ejecución del Ministerio de Desarrollo Social; es la que va a ejecutar 
todos los programas, por lo que habrá -esa es la idea- una visión integral y coordinada. 


Aclaro que esto no implica ninguna modificación. Ocurre que hoy todos los proyectos están 
en una unidad ejecutora, que es la Dirección General de Secretaría, a la que no le corresponden esas 
tareas. Insisto, pues, en que aquí no hay aumento de créditos ni de recursos humanos, sino que 
simplemente se trata de dividir lo que tenemos en Programas y Dirección General. 


En el artículo 220 se propone crear un cargo de particular confianza: el de Director de esta 
nueva unidad ejecutora. Entendemos que así corresponde. 


En el artículo 221 queremos introducir una modificación que, en realidad, consiste en un 
cambio que se plantea hacer en un párrafo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, vendría a ser un artículo sustitutivo. Por lo tanto, les pediríamos 
que lo hicieran llegar a la Mesa. 


SEÑORA MAZZUCHI.- El artículo original decía que el Mides podía transferir $ 100:000.000 de gastos 
de funcionamiento a efectos de financiar contrataciones. A su vez, preveía un aumento de crédito de $ 
20:000.000, porque este Ministerio ha celebrado contratos con diferentes organizaciones sociales y, 
por ejemplo, los llamados que hacemos a través de Uruguay Concursa tienen distintas cargas 
sociales. De ahí los $ 20:000.000 de refuerzo. Esto queda igual, pero como el Mides está trabajando 
activamente en su reestructura, si llegamos en tiempo y forma a fin de año -que es lo que nos 
proponemos- desaparecerán los contratos temporales. Entonces, proponemos seguir transfiriendo 
estos $ 100:000.000 para regularizar algunas contrataciones, pero en este caso solo para 
contrataciones de provisoriato y no temporales. Quiero aclarar que esta es una redacción muy 
particular. ¿Por qué? Porque para tener cargos de provisoriato necesitamos tener el crédito y la 
vacante al 1% de enero, es decir, antes de que se inicie el proceso de contratación. Esto es muy difícil 
para el Mides por la situación actual que atraviesa, porque se deberían suprimir 200 funcionarios 
contratados y, a partir de esa fecha, trabajar con 200 menos hasta tanto hagamos los perfiles, los 
llamados a través de Uruguay Concursa, e ingresen. La variante que introducimos en este artículo es 
decir que cuando nosotros hagamos estos llamados de provisoriato -que no son otra cosa que 
concursos de oposición y méritos- a través de Uruguay Concursa, se considera que tenemos el crédito 
disponible. Cuando el proceso termine y la persona que ganó el concurso ingrese, en ese momento 
egresará la que tenía el otro contrato y yo puedo pasar los créditos. Insisto en que no se cambia la 
esencia del artículo, que era regularizar nuestros contratos; no cambia el crédito, pero al tener la 
reestructura aprobada, cambian nuestras formas de contratación. Acercaremos, pues, esta nueva 
redacción a la Mesa y estamos abiertos a cualquier consulta que deseen hacer. 


En el artículo 222 se incrementa el crédito en $ 18:314.228 -incluidos aguinaldos y cargas 
legales- a efectos de disminuir las inequidades retributivas en el marco del proceso de reestructura 
correspondiente. Como nosotros no tenemos terminada la reestructura -y a pesar de que vamos a ir 
avanzando, seguramente no vamos a tener tiempo de llamar a todas las personas- este dinero se 
utilizará para pagar algunas compensaciones a quienes están realizando tareas de mayor 
responsabilidad que el grado que tienen. Así se procederá hasta tanto tengamos culminada la primera 
etapa de la reestructura, es decir, hasta que ingresen como funcionarios, de manera de poder 
desarrollar la segunda etapa de los concursos de ascenso, en cuyo caso todo esto quedaría 
regularizado en este tramo. 


El artículo 223 en realidad es como muy tonto, porque lo que pedimos es que se transfiera la 
suma de $ 343.766 de un rubro de gastos a otro. De cualquier manera, esto es muy importante para el 


Mides porque, por error, nos quedó una diferencia en los salarios de los profesionales y en cada recibo 
de sueldo tenemos compensaciones de entre $ 100 y $ 250 que son engorrosas al momento de hacer 
la liquidación de sueldos. Por ello, si las cambiamos de un rubro de gastos a otro, vamos a tener una 
liquidación más ágil y más simple. Por lo tanto, este artículo no refiere a créditos sino que insisto en 
que, simplemente, se trata de pasar algo de un lugar a otro. 


En el artículo 224 se propone sustituir la denominación del cargo de Director del Programa de 
Asistencia Crítica y Alertas Tempranas, ya creado, por la de Director del Instituto Nacional del Adulto 
Mayor. Recuerdo que en el proyecto de ley de Rendición de Cuentas pasada un artículo similar al que 
estamos considerando llevó a convertir un cargo existente y no el que estaba vacante. Aquí 
simplemente pretendemos subsanar el error de imprenta de la anterior instancia de Rendición de 
Cuentas y proceder al cambio de denominación de un cargo de Director ya creado. 


Por el artículo 225 -tal como lo señaló el señor Ministro al comienzo de su exposición- se 
solicita prorrogar el plazo dispuesto por la ley para los pases en comisión. Queremos que se nos 
permita tener un número mayor que los autorizados porque nuestra reestructura ha seguido un proceso 
más lento del deseado y hasta tanto no culmine, necesitamos que los funcionarios continúen 
trabajando. 


SEÑOR PENADÉS.- Me gustaría que el señor Ministro nos informase cuántas personas reciben algún 
tipo de asistencia de parte del Mides, por cualquiera de los planes que lleva adelante. 


Con relación al artículo 218, quisiera que se nos dijera en cuánto quedaría la asignación 
presupuestal para el 2012 del Programa de asistencia a personas en situación de calle y cuántas han 
estimado que es su población objetivo; es decir, cuántas personas piensa atender el Mides por este 
concepto en el transcurso de este año. Formulo esta pregunta teniendo en cuenta que, según el 
Programa 401, Red de asistencia e integración social, la meta de cupos en los refugios para el año 
2011 en Montevideo era de 1.350. ¿Se trata de 1.350 personas que pernoctan en los refugios o la cifra 
es otra? Asimismo, me gustaría saber cuántos son refugios públicos y cuántos privados. 


También con relación al tema anterior nos interesaría conocer, por un lado, cuántos 
funcionarios del Mides recorren Montevideo para hacer el relevamiento y la asistencia a las personas 
en situación de calle y, por otro, a cuántas se trasladó a los refugios en el correr del presente invierno. 


Queremos además que se nos explique la solicitud de asignación presupuestal del artículo 
218 con relación a la canasta de servicios. Según entendí, este programa pretende regularizar a 
aquellas personas que hoy están colgadas a la red de energía eléctrica de UTE. Entonces, me gustaría 
saber cómo piensan hacerlo. Nos sorprendió mucho la información suministrada en cuanto a que se 
estimularía a estas personas a dejar de comprar equipos eléctricos para uso doméstico y pasar a 
utilizar los que funcionen a gas. Me interesaría conocer cuáles son los criterios que se pretende llevar 
adelante en este sentido. 


Por otra parte, nos gustaría que las autoridades del Ministerio nos informasen acerca de 
cuántas organizaciones privadas y públicas que harían posible el cumplimiento de los objetivos fijados 
hoy mantienen convenios con esta Secretaría de Estado. Imagino que tal vez sobre esta información 
es mejor que se nos remita el listado con el detalle de qué rol cumple cada una de estas 
organizaciones. 


En otro orden de cosas, nos interesaría confirmar una información que adquirió estado 
público: el Mides habría hecho alrededor de 29.000 visitas a hogares beneficiarios de la Tarjeta 
Uruguay Social, de Asignaciones Familiares y del Plan de Equidad. Si esta información es realmente 
así, nos gustaría saber con cuántos equipos y personas se contó para trabajar en este objetivo tan 
ambicioso del que se dio cuenta a la opinión pública a través de la prensa. 


Por último, nos gustaría que el señor Ministro nos describiera las acciones concretas que se 
han llevado adelante en el correr del año pasado y del presente en relación al tratamiento de las 
personas con discapacidades severas, sean estos niños, adolescentes, jóvenes o adultos. Sería 


importante disponer de esta información porque hay algunos datos que si bien son significativos en 
esta materia, sabemos que están asociados con el hecho lamentable de que todavía no se ha 
terminado de reglamentar la ley relativa a discapacidad, aun cuando lleva varios años de sancionada. 


SEÑOR MINISTRO.- Como comprenderá el señor Senador, mucha de la información solicitada no está 
vinculada a la ejecución de la Rendición de Cuentas, razón por la cual no podemos brindarla en el día 
de hoy sino que deberíamos remitírsela. 


Con respecto a las personas beneficiarias de los programas que ejecuta o coejecuta el 
Ministerio de Desarrollo Social, podemos dividirlas en tres grupos: las vinculadas a políticas de 
transferencias monetarias -fundamentalmente, la Tarjeta Uruguay Social y 
Asignaciones Familiares- las vinculadas a programas socioeducativos -para los cuales el Mides 
coejecuta con la Administración Nacional de Educación Pública-; y las vinculadas a programas 
sociolaborales, llevados adelante también por el Mides con otros organismos. A esos grupos habría 
que agregar un cuarto bloque de beneficiarios de la políticas que ejecuta el Mides, correspondiente a 
las personas en situación de calle, pero como ello fue objeto de una pregunta que se planteó más 
adelante, lo dejaré para después. 


Con relación a las transferencias monetarias, debo decir que existen alrededor de 70.000 
Tarjetas Uruguay Social emitidas o, dicho de otro modo, 70.000 hogares que la reciben. Estos números 
varían mes a mes porque el algoritmo del índice de carencias críticas con el que se calcula, se aplica 
permanentemente. De esta cifra, hoy, 15.000 -al final del año serán 30.000- reciben el valor duplicado 
de la tarjeta. Recordemos que el valor se ubica entre $ 600 para un hijo y $ 1.400 para cuatro hijos; en 
caso de la duplicada, obviamente es el doble en cada uno de los casos. Todos los que tienen la Tarjeta 
Uruguay Social -con algunas excepciones que mencionaré- son beneficiarios de la Asignación Familiar 
Plan de Equidad, pero esto no ocurre al revés, es decir, no todos los que reciben la Asignación Familiar 
Plan de Equidad tienen la Tarjeta Uruguay Social porque, en términos de carencias críticas, existe un 
corte en el algoritmo inferior al de la tarjeta. 


Hay unos 200.000 hogares que reciben la Asignación Familiar Plan de Equidad -esta cifra es 
aproximada porque varía según las circunstancias- que corresponden a aproximadamente 550.000 a 
580.000 niños y adolescentes. Los señores Senadores recordarán que en la ley relativa a las 
asignaciones familiares -varios de los aquí presentes la votaron- se estableció una escala de 
equivalencia para determinar el monto, que no es proporcional al número de hijos. Por el primer hijo, en 
caso de ser escolar se cobran $ 900 y si es liceal, $ 1.200, y hay una matriz donde se puede ver lo 
que se percibe si se tienen dos o más hijos, escolares o liceales. Esto es cuanto se refiere a las 
transferencias monetarias. 


SEÑOR SOLARI.- Doy la bienvenida al señor Ministro. Simplemente quiero verificar las cifras porque, 
si bien tomé nota, es probable que me haya equivocado. 


El señor Ministro dijo que había 70.000 Tarjetas Uruguay Social que representan 70.000 
hogares y, si no entendí mal, hay 230.000 hogares que reciben la Asignación Familiar Plan de Equidad. 
Todos los que tienen la Tarjeta Uruguay Social reciben la Asignación Familiar Plan de Equidad, pero no 
todos los que cobran esta Asignación tienen la Tarjeta Uruguay Social. Por lo tanto, me gustaría saber 
si es correcto inferir que hay 160.000 hogares que son beneficiarios de la Asignación Familiar Plan de 
Equidad exclusivamente. 


SEÑOR MINISTRO..- Es correcto. 


Como ya dije, la explicación es que ambas prestaciones tienen el mismo indicador, llamado 
Índice de Carencias Críticas, que va de cero a uno, pero el corte algorítmico para otorgarla es más alto 
en la Tarjeta Uruguay Social y más bajo en la Asignación Familiar Plan de Equidad; por eso la Tarjeta 
Uruguay Social es un subconjunto de la Asignación Familiar. 


Además, existen unos pocos hogares que son beneficiarios de la Tarjeta Uruguay Social por 
el valor del algoritmo y, como no hay hijos menores de 18 años, no perciben la Asignación Familiar 


Plan de Equidad simplemente porque no les corresponde. Pero es una cifra mínima; más del 90% de 
los beneficiarios de la Tarjeta Uruguay Social pertenecen a hogares en los que sí hay hijos menores de 
18 años. 


Con respecto a los programas vinculados a lo laboral, los beneficiarios del Programa 
Uruguay Trabaja son fijos porque están determinados por la ley relativa al Plan de Equidad aprobada 
en 2008. Hay 3.000 cupos anuales, en 100 grupos de 30 a 35 personas repartidas en todo el país y, 
entre marzo y abril de cada año, se hace un sorteo entre los inscriptos. Las inscripciones de este año 
están en el entorno de las 14.000 y, si bien están bajando, la cantidad es bastante superior al cupo. 
Podemos adelantarles que, dado el cambio de la población que accede al Programa Uruguay Trabaja, 
estamos pensando en comenzar a trabajar con un sistema mixto -obviamente, esto debe pasar por el 
Poder Legislativo porque hay que cambiar la ley- en el que una parte sea para los sorteados y la otra 
para cupos. Esta última estará dirigida a poblaciones que específicamente tienen problemas de 
acceso, como los afrodescendientes y las mujeres jóvenes. Por lo tanto, la idea es generar un sistema 
mixto de cupos y sorteo, pero esto será más adelante porque requiere una modificación legislativa. 


En cuanto a los Programas de Cooperativas Sociales, hoy están en funcionamiento 205 -no 
me refiero a las que se formaron a partir de 2007- cuentan con un mínimo de cinco personas y hay 
algunas integradas por diez o quince personas. Actualmente, entre 2.200 y 2.500 personas trabajan en 
cooperativas sociales. Hemos incursionado en algunas cooperativas sociales del sector privado -hasta 
ahora trabajábamos en el sector público- y en algunas de ellas estamos en un proceso de 
transformación de cooperativas sociales en cooperativas de trabajo, que es el escalón siguiente. 


El tercer componente en materia sociolaboral son los emprendimientos productivos de 
diferente tipo, que pueden ser familiares o personales. No tengo aquí el número exacto de 
emprendedores, pero se los haré llegar. 


El cuarto programa en materia sociolaboral es el PUC, Programa Uruguay Clasifica, que 
trabaja apoyando a los clasificadores en el marco de los convenios con las Intendencias y la Cámara 
de Industrias por la ley de circuitos limpios. Hoy está funcionando en seis departamentos: en 
Montevideo hay 170 clasificadores y en Rivera, Flores, Canelones, Durazno y Treinta y Tres hay 170 
más. 


Finalmente, los programas socioeducativos son coejecutados entre el Mides y la 
Administración Nacional de Educación Pública. El número de estudiantes es de 40.000 y se encuentran 
divididos de la siguiente manera: 17.000 escolares para el Programa Maestros Comunitarios de 
Educación Primaria; 6.250 para el Programa Tránsito Educativo, interciclos entre 6% año de escuela y 
1% de liceo; 1.954 adolescentes en el Programa Aulas Comunitarias que está dirigido a jóvenes 
mayores de 14 años que no finalizaron el Ciclo Básico; 7.000 adolescentes en Formación Profesional 
Básica -que es un programa parecido a Aulas Comunitarias que se lleva adelante en la UTU, con el 
apoyo en oficios, pero con el objetivo de terminar el ciclo básico- 250 de ellos bajo la modalidad 
comunitaria y el resto dentro de los locales de UTU; y 4000 estudiantes en el Programa Compromiso 
Educativo destinado a 1? año de Bachillerato -que ahora comprende a los estudiantes de 4* año, pero 
se va a extender a los de 3% para que hagan el tránsito interciclo- se prevén 6.000 para el año que 
viene y 10.000 para el 2014. El Mides coparticipa en algún otro programa como el Cecap junto al 
Ministerio de Educación y Cultura. Por eso decimos que hay un total de 40.000 jóvenes en los distintos 
programas de revinculación educativa, incluidos el Cecap y el Programa Jóvenes en Red que la señora 
Mariana Drago contaba que se están incorporando ahora. Estos son, en grandes números, los 
programas. 


Con respecto al Programa de Atención a Personas en Situación de Calle, con la propuesta 
que hacemos en la Rendición de Cuentas estamos duplicando el Presupuesto, que era de $ 
90:000.000 y llegaría a los $ 180:000.000. Hay ocho equipos de calle compuestos por dos 
personas que salen juntas -en total 16 personas- a los que hay que sumar los que trabajan en el call 
center y los que están en el Ministerio apoyando en el Centro de Atención que se encuentra en la 
planta baja del Mides, los médicos, los siquiatras, los equipos de puerta de entrada, etcétera. 


Por otra parte, todos los refugios a los que hacía referencia anteriormente la señora Mariana 
Drago hoy están gestionados por diferentes organizaciones de la sociedad civil de carácter privado. 
Algunos de los del interior son coejecutados por los Gobiernos Departamentales, pero los de 
Montevideo son ejecutados por Organizaciones no Gubernamentales u organizaciones de la sociedad 
civil. 


Las 1.350 personas a las que hacía referencia Mariana Drago son las que efectivamente 
pernoctan, algunas en refugios solo nocturnos y otras en refugios de 24 horas. 


En cuanto al listado de las ONG que trabajan en el Mides, se los haremos llegar 
posteriormente, pero queremos comentar en qué casos el Ministerio recurre a Organizaciones no 
Gubernamentales, excluyendo a los trabajadores de la Cartera que integran el proceso de 
presupuestación al que estamos haciendo referencia. Respecto a su trabajo más permanente, como 
recién comentaba, se desempeñan en refugios y apoyan a los trabajadores del Programa Uruguay 
Trabaja -los cien grupos de treinta y cinco personas que mencionaba- y de los Servicios de 
Orientación, Consulta y Articulación Territorial del Mides, más conocidos como Socat. Básicamente, en 
esas tres áreas es donde las organizaciones de la sociedad civil hacen la gestión con fondos de los 
programas Mides. Además, hay alguna participación en otros programas, pero estos son los 
principales. 


En oportunidad de asistir a la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión luego de asumir 
nuestro cargo, comentamos que necesitábamos modificar el sistema de llegada a los hogares, en el 
entendido de que si la política era cubrir fuertemente a los 30.000 hogares más críticos -a los que 
recién van a llegar jóvenes de Uruguay Crece, de los Equipos Territoriales de Atención Familiar (ETAFP), 
etcétera- era preciso reformular nuestra llegada al territorio. En su momento expusimos las razones, 
entre ellas, la metodología de llegada y la definición de los microterritorios donde se ubicaban los 
hogares con más problemas. Además, los informes con los que contábamos -en particular los del 
Instituto de Economía de la Facultad de Ciencias Económicas- nos mostraban problemas de 
focalización de las principales prestaciones de transferencias monetarias, en especial de la Tarjeta 
Uruguay Social y, sobre todo, de la tarjeta duplicada. 


Por lo tanto, hicimos tres cambios. En primer lugar, la Unidad de Campo, que hace el 
seguimiento y que hasta mi llegada se encontraba en la órbita del Despacho Ministerial, pasó a la 
Dirección Nacional de Evaluación y Monitoreo. Quiere decir que fue reconvertida en una unidad técnica 
que trabaja con la Dinem y no tiene vínculo directo con el Ministro. 


En segundo término, aumentamos los equipos de salida al territorio a partir de un convenio 
con Pro-Fundación de la Facultad de Ciencias Sociales. 


En tercer lugar, nos propusimos un objetivo muy ambicioso: llegar a 60.000 visitas en un año. 
La metodología de llegada nos permitía dar cierta certeza en cuanto a que haciendo 60.000 visitas con 
relativa orientación focalizada, efectivamente íbamos a llegar a los 30.000 hogares más críticos. Si no 
recuerdo mal, el informe de las 29.000 visitas fue el que llevé a la interpelación, hoy ya casi llegamos a 
las 40.000 y efectivamente creemos que alcanzaremos las 60.000 a fin de año. 


Mediante la modificación y aplicación del Índice de Carencias Críticas a partir de una nueva 
versión que elaboró la Facultad de Ciencias Económicas y las 60.000 visitas, vamos a otorgar 
focalizada y correctamente las 30.000 tarjetas duplicadas a fines de este año, y tenemos 
financiamiento para ello. Como los señores Senadores advertirán, la Tarjeta Uruguay Social no integra 
el grupo de prestaciones para las que se pide partida en el artículo 218, porque con su actual 
presupuesto, redistribuido a partir de las tarjetas que bajan y suben, vamos a refinanciar las 30.000 
tarjetas duplicadas. 


Si la señora Presidenta me permite, voy a pedir al señor Subsecretario que comente lo 
relativo a la Canasta de Servicios, pues es el responsable de ese proyecto. 


SEÑOR MELÉNDEZ.- Señora Presidenta: es un gusto asistir nuevamente a este ámbito para analizar 
este tema. Seguramente para algunos señores Senadores nuestra intervención resulte reiterativa 
porque esto se discutió en la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión del Senado en una de 
nuestras últimas comparecencias. 


En el Proyecto Canasta de Servicios, cuyo plan piloto se va a instaurar participan el 
Ministerio de Desarrollo Social, el Ministerio de Industria, Energía y Minería, el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, el Ministerio de Economía y Finanzas, Presidencia de la 
República por medio del Plan Juntos, OSE, ANCAP y UTE. 


¿Cuáles son los objetivos principales de este Proyecto y por qué está asociado al Proyecto 
103, Apoyo Alimentario? Una de las razones es la capacidad de procesar los alimentos en el hogar. 
Para ello se precisa un sistema de energía eficiente, eficaz y que cuente con los resguardos necesarios 
para evitar accidentes. Todos sabemos que con el famoso sistema de los colgados, el uso excesivo de 
la energía eléctrica con malos elementos puede ocasionar incendios, sobre todo en los hogares más 
humildes. Esto consiste en una serie de subsidios que no son totales sino que intentan fortalecer o 
reconstruir una cultura de pago que muchas veces se da en estos hogares, en principio congelando la 
deuda, que es la mayor dificultad que se tiene para acceder a la revinculación, sobre todo con la 
energía eléctrica. Para lograr la refrigeración, la cocción y mantener la inocuidad de los alimentos es 
necesario que haya una diversificación de la matriz energética en el propio hogar. Allí surge el proceso 
de cambio de hábitos y de cultura en el uso de lo que hasta ahora eran electrodomésticos y el pasaje a 
gasodomésticos. ¿Para qué? Para el calentamiento del agua en las ollas para la cocción. Esto implica 
una serie de jornadas de capacitación y estímulos sobre cuáles son las mejores formas de llevar 
adelante esas tareas. Eso se realiza con la ayuda de los equipos sociales del Mides y los equipos 
técnicos de UTE, que explican las razones por las cuales es conveniente estar regularizado y no 
colgado de la energía eléctrica. A su vez, como estamos trabajando más sobre el desarrollo 
comunitario que sobre el individual, contamos con el aporte del PIAl del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, porque allí se trabaja con las poblaciones que tienen 
mayores carencias en ese sentido. 


A su vez, más allá de la generación de esa cultura de pago y de la legalización del uso de la 
energía eléctrica, intentamos contribuir a la eficiencia energética con acciones educativas, fomentando 
el desarrollo de conductas positivas respecto a lo comunitario, a los focos de luz y a la utilización de 
distintos tipos de energía para el uso colectivo. Si no me equivoco, Ceuta hizo una investigación 
interesante sobre el traspaso al consumo de gas para ese tipo de cuestiones; me refiero a cómo 
realizar el pasaje del uso de electrodomésticos a gasodomésticos, que queremos revitalizar con los 
técnicos propios de los distintos organismos. 


A su vez, debemos analizar el tema de la eficiencia. No son lo mismo los gasodomésticos de 
tercera o cuarta mano -que por lo general es a los que accede esta población en las ferias- que los 
gasodomésticos eficientes, y trataremos de facilitarles la entrega de estos últimos, de manera de 
asegurar la mayor capacidad para que accedan al tipo de cultura que queremos desarrollar. En todos 
estos casos hablamos de un paquete general indiviso, y todo aquel que no se regulariza en el 
consumo de energía eléctrica, previo pago con UTE, no tendrá acceso a ciertos beneficios, como una 
rebaja o el mantenimiento de la tarifa de OSE, que está cerca de $ 80 por 15 metros cúbicos, y 
tampoco tendrán acceso a un cálculo que se hizo y que da 13 kilos de gas por mes durante todo el 
año, complementándolo con otra garrafa más en los meses de invierno. El paquete es general, y en el 
caso de personas que no hagan buen uso de una de las partes, se les hará una visita para explicarles 
las razones y rever la situación en la que se encuentran. Este proceso se hace comúnmente y puede 
parecer caro, pero no es fácil implantar una cultura de gasto cero para el uso de energía en una cultura 
de gasto moderado y una diversificación del comportamiento habitual para el uso de la energía. 


SEÑOR MINISTRO.-. Quiero aclarar que hay 40.000 jóvenes que están participando de los programas 
de educación. A veces se confunde y se entiende que todos los jóvenes que participan de los 
diferentes programas tienen una beca, pero solo dimos 15.000 becas, y de esas los que pertenecen a 
los programas Compromiso Educativo y Cecap son los que tienen una relación directa entre la beca y 
la participación; en cambio, los demás dependen de la situación de la familia. 


Cuando asistimos a la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión dijimos que a fines del 
año pasado, a partir de la evaluación que hicimos de varios de los programas que teníamos sobre 
discapacidad, designamos a una nueva Directora para el Programa Nacional de Discapacidad, la 
licenciada María José Bagnato. De alguna manera tratamos de operar un cambio, y creo que lo 
logramos. Hoy ella está participando de la Quinta Sesión de los Estados Partes de los Derechos de las 
Personas con Discapacidades y llevando la posición de Uruguay. 


También reformulamos algunos institutos que eran parte del Ministerio, como el Centro de 
Rehabilitación para Personas Ciegas y con Baja Visión Tiburcio Cachón, donde después de la llegada 
de la licenciada Bagnato se incorporó una nueva directora, se modificaron algunos de los criterios de 
trabajo y estamos bastante conformes con la evaluación. 


También hay propuestas de cambio para el Instituto de Ciegos General Artigas, 


que todavía está intervenido. Hicimos un convenio con Cuba sobre las prótesis y ya se han colocado 
alrededor de cien. Hicimos un acuerdo con ASSE para concretar la policlínica barrial de la Unidad 
Especializada para Sordos frente a la plaza Líber Seregni, donde ya se hicieron los concursos para 
cubrir los cargos. Además, en el Instituto de Ciegos General Artigas estamos instalando un centro de 
discapacidades múltiples 


La reglamentación de la ley tiene tres grandes partes. Por un lado, la que tiene que ver con 
la accesibilidad, y que ya está encaminada, dice que toda nueva obra que se realice de aquí en 
adelante deberá tener accesibilidad y, si mal no recuerdo, las obras viejas van a tener un plazo de ocho 
años para actualizarse. En tal sentido, la mayoría de las intendencias ya firmaron acuerdos con 
nosotros, particularmente las de Canelones y Montevideo. La segunda parte tiene que ver con la 
reformulación del baremo para la discapacidad. Antes de hacer la reglamentación, le pedimos a la 
Facultad de Psicología de la Universidad de la República que elaborara un baremo, que ya está 
prácticamente terminado, y a partir de él vamos a hacer una encuesta, tomando como base la 
discapacidad severa y las 16.400 pensiones que por ese concepto otorga el Banco de Previsión Social, 
pero teniendo en cuenta que la ley prevé asistentes para la dependencia y no para la discapacidad. 
Evidentemente, son conceptos distintos, porque no todos los discapacitados son dependientes, y 
algunos de los que sí lo son, tampoco lo son a tiempo completo, y eso puede ser captado por el 
nuevo baremo. Si bien ha pasado mucho tiempo, con audacia voy a decir que para mayo tendríamos 
esto reglamentado y en condiciones de comenzar a dar las partidas para los asistentes de 
discapacitados. 


SEÑOR SOLARI.- Más que preguntarle al señor Ministro, al señor Subsecretario y a su equipo, quiero 
hacer unas reflexiones con respecto a este proyecto de Rendición de Cuentas. 


En primer lugar, si tenemos en cuenta la cantidad de población beneficiaria de los 
programas del Ministerio de Desarrollo Social, por lejos el más importante es el de Transferencias 
Monetarias Condicionadas. Si tomamos el promedio -que probablemente sea acertado- en el sector de 
menores ingresos, de alrededor de cuatro personas por hogar, en lugar de un promedio más bajo, 
hablaríamos de unas 920.000 personas que recibirían el beneficio de la Asignación Familiar por el Plan 
de Equidad, o ese beneficio más el de la Tarjeta Uruguay Social. Durante bastante tiempo se cuestionó 
públicamente si la condicionalidad de esas transferencias se verificaba o no, y en el caso de que se 
estuviera verificando, que efectivamente esas condiciones se cumplieran, y si se observaba un 
resultado positivo en términos de salud o en términos de escolaridad. 


Quisiera preguntarle al señor Ministro cómo se ha avanzado desde ese punto de vista, pero 
obviamente ahí está el grueso de los beneficiarios. Son 920.000 personas con Asignaciones 
Familiares, de las cuales alrededor de 280.000 -siempre basándonos en el promedio de cuatro por 
hogar, que no sé si es el más adecuado, pero de cualquier manera es una cifra que tiene algún viso de 
realidad- tendrían la Tarjeta Uruguay Social y 120.000 corresponderían a los de pobreza extrema, y la 
aspiración sería duplicarles el beneficio. La pregunta concreta es si se están verificando las 
condiciones bajo las cuales se transfieren esos recursos y, de ser así, si se ha podido constatar alguna 
diferencia en términos de resultados, y algún impacto -en el sentido más técnico de la palabra- en 
términos de salud y de educación. 


El segundo punto que quería plantear es que por lo menos a quien habla le preocupa que en 
una parte avanzada del ciclo económico creciente -es cierto que hay muchas dificultades en países 
donde Uruguay coloca su producción y, por lo tanto, podemos prever que este ciclo económico va 
perdiendo un poco su vigor- haya una relación entre las transferencias condicionadas y la capacitación 
laboral que sería muy distinta a la que aspiraríamos. Nuestra aspiración es que la gente salga de la 
pobreza con ayuda de la comunidad, pero mediante la educación y el trabajo, y aquí tenemos 920.000 
personas que reciben transferencias condicionadas, 40.000 que reciben algún apoyo en materia de 
educación y 5.000 que reciben algún apoyo en materia de capacitación o de inserción laboral. Me 
parece que esa relación está hablando de una creación de dependencia más que de una generación 
de capacidades para poder, a través de la capacitación y del trabajo, salir de la pobreza. Lo que veo 
con mucha expectativa y con mucho entusiasmo, esperando los resultados, es la creación de este 
programa que está en el artículo 218; no sé si es creación o fortalecimiento del programa de atención 
familiar -y si no es así pido disculpas- que es el que tiende a ir creando las capacidades necesarias de 
acceso a servicios, a instituciones, a adquisición de capacitación y a mejoramiento de la situación de 
salud, etcétera, en cada familia, para que pueda salir adelante por sí misma, lo cual me parece muy 
bueno. Creo que es algo parecido al Programa Puente de Chile Solidario. 


La pregunta concreta en este punto es cómo ve el Ministerio la perspectiva a mediano plazo 
de esta situación en la cual tenemos una cantidad muchísimo mayor de beneficiarios de transferencias 
que de personas que están siendo apoyadas en su esfuerzo de capacitación con programas 
educativos o de inserción laboral. 


El tercer problema que veo ya lo había planteado en una concurrencia anterior, creo que en 
una Rendición de Cuentas. Me refiero a esta especie de deslizamiento que el Mides está haciendo, ya 
que fue creado como organismo coordinador de programas sociales que tienen otras dependencias del 
Estado, y ahora está actuando como un organismo que tiene programas propios, con personal y 
establecimientos propios, lo que genera una rigidez muy grande. Digo esto porque en el momento en 
que cambia el ciclo o la situación social, uno se encuentra con una cantidad de funcionarios, de 
programas, de establecimientos, etcétera. Veo que claramente el artículo 221 dice que se va a 
incorporar nuevo personal que hoy está trabajando a favor del Mides a través de organizaciones 
privadas, pero de aquí en adelante van a ser funcionarios públicos presupuestados. Lo mismo ocurre 
con los pases en comisión. 


Quiero preguntar algo sobre la redacción del artículo 225. La disposición tiene una redacción 
muy particular, ya que dice: “Prorrógase el plazo dispuesto por la Ley N* 17.881, de 1” de agosto de 
2005, y sus modificativas, hasta tanto se apruebe la reestructura de puestos de trabajo y se provean la 
totalidad de los cargos y funciones en el Inciso 15 “Ministerio de Desarrollo Social'.” En cuanto a esto, 
con todo respeto quiero decir que puede prorrogarse hasta el año 2015 o sine die, ya que normalmente 
cuando se prorroga un plazo se dice, por ejemplo, que el plazo que terminaba el 30 de agosto se 
prorroga hasta el 31 de diciembre, pero no se extiende en forma indefinida. Esto me lleva a pensar que 
el Mides está resignando su función de coordinación y, en cambio, está desarrollando su capacidad de 


ejecución propia. Quisiera alguna reflexión con respecto a esto. 


Mi cuarta interrogante tiene que ver con la Dirección de Evaluación y Monitoreo. Creo que es 
algo muy bueno y coincido totalmente con el Ministro en cuanto a que Uruguay -me hago responsable 
de la parte que le corresponde a mi partido- no se caracterizó por evaluar cuidadosamente los 
programas sociales, lo que creo que deberíamos hacer porque no se trata de plata de nuestro bolsillo 
sino del dinero de los contribuyentes. La pregunta concreta con respecto a ese punto -y mis 
felicitaciones por haber implementado ese trabajo- es si han surgido ya algunos cambios concretos a 
partir de la evaluación y monitoreo, y si se han hecho ajustes como resultado de la actuación. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto al primer punto, quisiera hacer una aclaración. La Tarjeta Uruguay 
Social, en términos legales -desde el punto de vista político podemos discutir al respecto- no tiene 
condicionalidades, a diferencia de la Asignación Familiar, que sí las tiene, tal como lo establece la 
propia ley. Con respecto a la discusión de si debería tenerlas o no, como se trata de un subconjunto de 
la otra, tenemos facilidad para poder tomar una u otra decisión. 


Con relación a los contralores, cuando vinimos a la Comisión de Población, Desarrollo e 
Inclusión, anunciamos que estos controles que se hacían de forma manual, se iban a hacer de manera 
informática a partir de la constitución, en marzo de este año, del Sistema Integrado de Información del 
Área Social. En el caso de Primaria se volcaban estos datos a partir de lo que se ha dado en llamar el 
programa Gurí, y Secundaria lo hacía a través de otros mecanismos. Esto ya está empezando; se hace 
trimestralmente, más allá de que antes también se hacían los controles, tal como se puede verificar a 
través de las bases de datos del Banco de Previsión Social. Cuando se observa el dato que trajimos a 
la interpelación, se nota que en lo que se refiere a asistencia por tramo educativo, ha habido un 
incremento -en Primaria hoy se alcanza prácticamente el 99%- que hace que el control sea 
prácticamente innecesario. Sin embargo, en Secundaria, que fue donde la Asignación Familiar del Plan 
de Equidad introdujo su principal apuesta, porque fue donde se elevó la Asignación Familiar por encima 
de la de Primaria, se pasó de un 75% a un 83% de cobertura en el primer ventil de ingresos, o sea, el 
5% más pobre, y a 88% en el primer quintil de ingresos. Quiero recordar que el primer ventil son los 
que reciben la Tarjeta Uruguay Social, y el primer quintil la Asignación Familiar Plan de Equidad. 


Las comparaciones entre beneficiarios, obviamente, no son representativas tal como las 
planteaba el señor Senador Solari, a nuestro juicio, por lo menos por tres razones. Las Asignaciones 
Familiares y la Tarjeta Uruguay Social, es decir, las transferencias monetarias, representan en el 
ingreso de las familias entre un 5% y un 6% para el tercer decil, hasta un máximo para el primer ventil - 
O sea, el sector que cobra tarjeta duplicada- del orden del 50%. El otro 50%, que es el caso del primer 
ventil, o el otro 70% a 80% en el caso del primer quintil, según la encuesta de hogares, corresponde a 
ingresos por trabajo. Quiere decir que hubo un aumento entre 2006 y 2011. Obviamente, esas 
personas no reciben ingreso por Uruguay Trabaja, por Compromiso Educativo o por Aula Comunitaria, 
porque reciben ingresos porque están en el mercado de trabajo. Seguramente sobre este punto hay 
una discusión conceptual que no podríamos agotar hoy, pero debo decir que vemos a la Tarjeta 
Uruguay Social como una transferencia y a la Asignación Familiar Plan de Equidad como una 
contribución a los hogares por la tenencia de hijos. Así como aspiramos a que la Tarjeta Uruguay Social 
no exista más -ya viene disminuyendo- la Asignación Familiar siempre va a existir, porque es la manera 
de diferenciar los hogares y permitir que dos obreros metalúrgicos, que por laudo ganan lo mismo en 
una empresa privada, puedan tener ingresos diferentes a partir del salario indirecto que el Estado 
paga, en este caso, por los hijos. 


Con respecto a la tercera pregunta, le diría al señor Senador Solari que se trata casi de un 
tema de fe. Tenemos fe en que lograremos la reestructura en un corto plazo debido a que se encuentra 
muy avanzada. Somos parte de los cuatro Ministerios piloto que la integran. El corazón de la 
reestructura, si bien tiene muchas más áreas, es la Dirección de Programas, que sustituye todo el 
entramado programático disperso que tenía el Ministerio; esperamos que sea aprobada por esta 
Rendición de Cuentas para que el 2 de enero sea puesta en marcha. A partir de allí se debe elaborar el 
decreto de reestructura y luego comienza a correr el plazo de los cuarenta y cinco días para que llegue 
al Parlamento; calculamos que a mediados del año que viene la reestructura estará aprobada. Esta 
afirmación es menos audaz y más probable que la que hice sobre el asistente de discapacidad. 


Finalmente, el impacto de cambios a partir de la Dirección Nacional de Evaluación y 
Monitoreo se puede visualizar comparando dos documentos. Uno de ellos es el Informe de Evaluación 
y Monitoreo de los Programas Mides 2009 - 2010 que se hizo público a través de un libro que está a 
disposición de cualquier persona que quiera acceder a él y que, de alguna manera, fue el documento 
sobre el cual se discutió en la interpelación realizada por la Diputada Ana Lía Piñeyrúa. El otro 
documento es la evaluación realizada por la Dirección Nacional de Evaluación y Monitoreo 2011 - 2012 
que, una vez culminada, haremos llegar al señor Senador. En carácter de adelanto, puedo afirmar que 
los principales cambios están; los cambios hechos se encuentran en los programas socioeducativos, el 
Programa de Aulas Comunitarias, Formación Profesional Básica o el de Tránsito Educativo; en los 
programas de calle, como la transformación -que mencionaba la señora Drago- que se hizo de ese 
programa y que surgió a partir de su evaluación; en los programas de tarjetas, con la focalización en 
las visitas y su nueva formulación. Los cambios que vienen requieren un marco legal son: Uruguay 
Trabaja y los programas vinculados a las cooperativas sociales. Sobre este tema, y a partir de una 
evaluación por parte de la Dinem, se pudo apreciar que estaban muy restringidos al ámbito público y 
que tenían problemas de financiamiento. Por esa razón surgió la marca social para trabajar en el sector 
privado y se hizo el acuerdo con República Microfinanzas del Banco de la República, que hoy financia 
a las cooperativas sociales. 


SEÑOR COURIEL. El país ha tenido un enorme crecimiento y avance en el empleo productivo, con 
bajas de desocupación abierta y con bajas, también, de precariedad e informalidad. De manera que 
uno de los elementos importantes es cómo incorporar nueva fuerza de trabajo con cierto grado de 
calificación. Desde ese punto de vista, surgió como un objetivo de primera prioridad, en lo que tiene 
que ver con el Sistema Nacional de Cuidados, incorporar a la mujer en el mercado de trabajo. 


Ha llegado una propuesta de $ 20:000.000 para el Sistema Nacional de Cuidados a efectos 
de realizar experiencias piloto. Tal vez, señor Ministro, por razones familiares tengo alguna información 
al respecto, pero me gustaría saber de qué manera podemos ayudar desde el Parlamento para mejorar 
esa asignación y qué fundamentos tiene esa Cartera para que actuemos en este sentido. 


SEÑOR MINISTRO.- Realizaría una diferenciación entre el sistema en su conjunto y el dinero para las 
experiencias piloto ya que, en realidad, estas son parte del proceso. 


El Sistema Nacional de Cuidados -como muy bien señala el señor Senador- fue planteado 
por esta gestión de Gobierno en mayo de 2010, a partir de un decreto que constituyó un grupo de 
trabajo integrado por representantes del Ministerio de Salud Pública -quien habla estaba al frente de 
dicha Cartera- del Ministerio de Desarrollo Social y del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para 
formular una propuesta sobre dicho sistema. Durante el año 2010 se formuló esa propuesta, que 
culminó en un documento titulado “Hacia un modelo solidario de cuidados”, documento que sirvió de 
base para el trabajo del sistema. En 2011 hubo una segunda etapa, que consistió en la consulta 
pública: se habló con las organizaciones sociales, se hicieron un poco más de treinta reuniones, 
participaron alrededor de 3.200 personas y 2.300 organizaciones de la sociedad civil de distinta clase, 
fundamentalmente vinculadas a los tres segmentos de población -incluido el Sistema Nacional de 
Cuidados- la primera infancia, discapacidad y adulto mayor. Culminada la etapa del balance -eso fue 
en abril de este año- se planteó volver al grupo de trabajo y al Gabinete Social para hacer una 
propuesta más definitiva de cuidados. En concreto, la propuesta se divide en tres. Una de ellas 
consiste en hacer dos experiencias piloto: una en discapacidad y otra en adulto mayor. Esta última se 
llevará a cabo en el departamento de Paysandú y la de discapacidad se realizará, una parte, en el 
departamento de Artigas, y la otra se efectuará con los 16.000 discapacitados severos, aspecto al que 
se refirió el señor Senador Penadés. En estas dos experiencias piloto se utilizarán $ 20:000.000. En 
principio, se pensó en hacer también una experiencia piloto sobre la primera infancia, pero dado el 
monto de dinero que implicaba, decidimos que había que priorizar estas dos poblaciones. 


La segunda experiencia en la que estamos trabajando tiene que ver con el hecho de que 
nosotros no creamos los cuidados, sino que estamos tratando de crear el sistema de cuidados. Los 
cuidados ya existen en el país y los llevan a cabo los servicios de acompañamiento, los hogares de 
tercera edad, las escuelas de discapacidad, los CAIF y otros, pero en materia regulatoria se 
encuentran separados; no hay una única regulación. Inclusive, en la primera infancia la regulación de 
un CAIF es diferente a la de una guardería privada, ya que uno depende del Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay y la otra del Ministerio de Educación y Cultura. Por lo tanto, nuestro segundo 
planteamiento es crear un único marco regulatorio para el sistema de cuidados que permita dar, de 
alguna manera, el salto en calidad en la creación de un sistema. Eso no figura en el proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas debido a que no tiene costo; el costo que podría tener es el que los Ministerios 
dispongan. A modo de ejemplo, los hogares de tercera edad están en la órbita del Ministerio de Salud 
Pública, cuando debieron haber estado siempre en la órbita del Ministerio de Desarrollo Social. Por lo 
tanto, ahora los estamos traspasando porque ningún hogar de larga estadía para la tercera edad podía 
cumplir las exigencias del Ministerio de Salud Pública debido a que no tienen atención sanitaria. En 
ocasión de ocupar esa Cartera, propusimos este pasaje, y ahora lo estamos concretando. 


La tercera cuestión es que aspiramos -tal vez lleve el resto del año y la primera mitad del 
próximo- a que esto confluya en un proyecto de ley que será enviado al Parlamento para constituir, 
finalmente, el Sistema Nacional de Cuidados, con una versión muy gradual en su constitución, al estilo 
del Sistema Nacional Integrado de Salud, pero mucho más lenta. 


Este sería el panorama actual de lo que ya hicimos y de las tres líneas en las que venimos 
trabajando. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Me gustaría saber, a efectos de comprender mejor este tema, cómo se 
relaciona el programa Uruguay Crece Contigo con el Sistema Nacional de Cuidados y otros programas 
relativos a la infancia. De las palabras del señor Ministro creí entender que se trataba de coordinar 
todos los programas, pero no comprendí bien cómo se engancha este último. 


Por otro lado, quisiera saber si esta redefinición del tema del baremo está en coordinación 
con el Banco de Previsión Social, ya que es algo sobre lo que frecuentemente la gente viene al 
Parlamento a quejarse. 


Son dos preguntas prácticas que me gustaría que el señor Ministro contestara a efectos de 
comprender cómo se está trabajando. 


SEÑOR MINISTRO.- Comienzo por el segundo punto, que es más concreto. El baremo de 
discapacidad del Banco de Previsión Social se sigue aplicando y el de la dependencia mide la 
dependencia severa, media y baja; tiene que ver con la discapacidad, pero también con la 
dependencia. En los países donde se ha desarrollado mucho esto hay un solo baremo, y lo distinto es 
el punto de corte, o sea, donde se determina una pensión para discapacidad o un cuidado. Con el 
Presidente del Banco de Previsión Social, Ernesto Murro, estamos trabajando sobre este tema y 
queremos converger en esto, pero probablemente al principio tengamos un baremo para la 
discapacidad y otro para la dependencia, dado que son dos cuestiones distintas. 


Con respecto al programa Uruguay Crece Contigo, en el año 2008 terminamos de constituir 
la Estrategia Nacional de Infancia y Adolescencia -la ENIA, donde han participado muchos de los que 
hoy están presentes, porque los partidos tomaron parte en esta iniciativa- en la que se definió un 
Plan de Acción 2010 - 2030, pero después se trazó uno en particular, el Plan de Acción 2010 - 2015. 
Dentro de este último estaba como propuesta el fortalecimiento de la primera infancia a través de un 
programa. Eso se transformó en el programa Uruguay Crece Contigo, que se define como un sistema 
integral de protección a la primera infancia, coordinado por la Presidencia de la República -para 
potenciarlo y darle importancia- y que se vincula a los llamados programas prioritarios -que ya fueron 
comentados- a partir de una especie de coordinación con los programas Jóvenes en Red, Uruguay 
Crece Contigo, Tarjeta Uruguay Social y demás. 


Por otro lado, además de ser un programa para trabajar con la pobreza extrema, en tanto es 
un programa de protección integral a la primera infancia, Uruguay Crece Contigo se vincula al resto de 
los programas que tiene la ENIA y, en particular, a los cuidados de la primera infancia. En la línea que 
estamos trabajando hoy, el vínculo es muy directo, porque parte de los objetivos de Uruguay Crece 
Contigo es dar respuesta a estos niños, por ejemplo, en materia educativa, con la ampliación de los 
Centros CAIF. Justamente, la Estrategia Nacional de Infancia y Adolescencia tenía como principal 
objetivo el crecimiento de estos centros, y para ello se votaron partidas en el Presupuesto quinquenal 
a los efectos de crear cien centros, lo que determinó un aumento notorio de cupos. Esto quiere decir 
que estos programas están efectivamente vinculados y que la cabeza de ese proceso es el programa 
Uruguay Crece Contigo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores Senadores no tienen más preguntas, agradecemos al señor 
Ministro de Desarrollo Social y a sus asesores por haber comparecido en el día de hoy. Con este 
material trabajaremos a la hora de discutir el proyecto de ley. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 58 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


